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l. Aclaración preliminar
En estos días la crisis moral y de valores en la que vivimos hacen que -

en todos y cada uno de los aspectos de nuestra vida- debamos tomar mayores
recaudos en aras de la seguridad en general.

Ya no podemos -desgraciadamente- confiar despreocupadamente en la
palabra empeñada y esta pérdida de confianza hace que todo aquello cuya
importancia esencial reposa en ella deba ser rodeado de los mayores
recaudos y precauciones a fin de evitarsu menoscabo.

Si como señalaba Cicerón donde hay amor sobran las leyes, pues
entonces el número de leyes existente en la actualidad es prueba cabal e
inobjetable del poco amor que nos tenemos los unos a los otros(l).

El lector se preguntará: ¿y qué tiene que ver esto con el incidente bajo
análisis? Pues todo.

El instrumento público es quizás el paradigma de los instrumentos y
elementos que esencialmente se basan en la confianza y -por ello- está
revestido de lo que técnicamente denominamos fe pública.

Confianza -por cierto- cimentada en que ha sido hecho por un notario,

Sumario:
1.Aclaración preliminar
JI. Introducción
III. Incidente de redargución de falsedad del instrumento público en la

ley foral cordobesa
IV.Naturalezajurídica y caracteres de la impugnación.
V.De los términos o plazos
VI. Del diferente valor probatorio de la matriz y el testimonio
VII. De los efectos del Incidente de Redargución de Falsedad
VIII. ¿Redargución de falsedad de instrumentos privados?
IX. Una propuesta alternativa al amparo del modelo jurídico

multidimensional
X. Conclusiones

Gabriel Anibal Fuste*

ALGUNOS ASPECTOS VINCULADOS CON
EL INCIDENTE DE REDARGUCION DE FALSEDAD

DE INSTRUMENTO PUBLICO



154

La fe constituye la piedra basal y el cimiento esencial de las relaciones
intersubjetivas que conforman ese complejo de vinculaciones
interindividuales que denominamos sociedad, así como también lo es de las
reglas jurídicas que norman la vida en comunidad y que hemos dado en
llamar derecho.

Sin embargo respecto de éste adopta una forma particular y específica
que se concreta en el aditamento o calificativo de pública, para aludir al
hecho de que es una fe impuesta por la ley o amparada por el derecho, es
decir, una fe "oficial".

Precisamente, la fe pública ha sido definida -con magistral precisión
técnica- por Gimenez Arnau como aquella: "(, ..) ... función específica, de
carácter público, cuya misión es robustecer con una presunción de verdad
los hechos y actos sometidos a su amparo. (. ..) "(2).

A lo largo de la historia se han apelado a distintos medios tendientes a

11.Introducción

que es un funcionario público en quien debemos confiar por imperio de la
ley. Por lo tanto, todo lo que diga el instrumento "exige" nuestra creencia.

Así es que el instituto jurídico del incidente de redargución de falsedad
es el remedio para echar por tierra con esa confianza en los casos en que un
"mal llamado" notario haya faltado a su función certificando algo que no ha
sucedido, incurriendo en falsedad (material o ideológica); todo ello, en
menoscabo de la seguridadjurídica y el orden público comprometidos.

Es decir, es la herramienta que el legislador puso al alcance de los
actores sociales a fin de privar de efectos jurídicos a aquellos instrumentos
públicos que -por la razón que fuere- no merecen producir en el mundo del
derecho las consecuencias para las que fueron creados.

Sin embargo, creemos que las disposiciones que rigen la forma jurídica
de esta herramienta no configuran una digna regulación normativa de
semejante instituto, desde que no atienden a la esencia del instrumento
público en sí por lo que - incluso - puede ser utilizada por "malos servidores
de la justicia" que -haciendo uso y abuso de ella- la empleen como mera
maniobra dilatoria de un proceso judicial, lo que -a no dudarlo- terminará
minando la ya vapuleada confianza y fe en las instituciones.

Así es que a través del presente estudio -luego de analizar la regulación
del incidente en cuestión en la ley foral cordobesa así como su naturaleza y
caracteres, términos o plazos, diferente valor probatorio de la matriz y el
testimonio y efectos- pondremos de manifiesto las razones en las que
fundamos aquella aseveración así corno también propondremos una
solución alternativa al conflicto planteado.
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2· "DerechoNotarial" deEnriqueGiménez -Arnau, Ediciones UniversidaddeNavarra, SA. Pamplona, 1.976 Pág.38.
3- "El fundamento de la fe pública se halla en la necesidadque tiene la sociedadpara su estabilidad y armonia, de dotar a
las relacionesjurídicas de fijeza, certeza y autondad, a fin de que lasmanifestaciones extemas de estas relaciones sean
garantía para Vidasocial y Jurídica de los ciudadanos y hagan pmeba plena ante todos y contra todos, cuando aquellas
relacionesjurídicas entran en la vida del derechoensuestadononnal"(Mengual- Tomoll-vol.l-pág. 116)
.- "Legislación Notarial Derecho Notarial Extranjero", de EstebanMateoAzpeitíaMadrid Editorial Reus J .929 Pág
9.
5- "DerechoNotarial". deCarlos Emérito Gonzalez LaLey BuenosAires 1.971- Pág. 305
6-VerEnriqueGiménez Amau, obra citada enpie depágina n°1,Pág. 480.

dar seguridad, perdurabilidad e inalterabilidad a los hechos y a las relaciones
intersubjetivas.

Ello, dado que la sociedad necesita -tal como ocurrió en el pasado y
continúa haciéndolo en nuestros días- que los hechos en que se fundan los
derechos de los particulares sean tenidos por ciertos y verdaderos(3).

"N i las leyes, ni las sentencias judiciales, ni los documentos notariales
podrían tener eficacia ante la sociedad organizada, si a cada momento
pudiera ponerse en duda la legitimidad o autenticidad de su contenido(4)".

Así podemos advertir que los romanos echaron mano -a tal fin- del
formalismo y la oralidad quedando ello reflejado en los conocidos
procedimientos del Derecho Romano de la mancipatio, la in iure cesio, el
nexum y la stipulatio, entre otros, siendo -aparentemente- recién a partir del
Fuero Juzgo en que surgió la forma escrita, es decir, el instrumento.

Etimológicamente la palabra instrumento deriva del latín
instrumentum sustantivo que a su vez deviene del verbo latino instruo, es,
ere que significa instruir y "(c.) designa todo lo que sirve enjuicio para la
instrucción de una causa o conduce a la averiguación de la verdad
abarcando por tanto, toda clase de documentos (5) ".

El instrumento escrito en general responde a lanecesidad de dar certeza
y seguridad a las relaciones y, por su parte, el instrumentoescrito de carácter
público a la finalidad de preconstituir prueba; es decir, a la necesidad de
contar con un elemento probatorio autosuficiente y completo ya que -como
señala GimenezAmau- "(...) no se puede olvidar la imperfección moral del
hombre y sus inclinaciones malignasté) ",

Por lo tanto, podemos decir -sin temor a equivocarnos- que el
instrumentopúblico es aquél que está revestido de fe pública, desde que por
haber sido autorizado por un funcionario público en ejercicio de sus
funciones fedantes, da plena fe de los hechos cumplidos por él mismo o que
han pasado en supresencia (artículos979 y 993del CódigoCivil).

Constituye así en nuestro sistema el medio idóneo para dar certeza,
seguridad e inalterabilidad a los hechos y a las relaciones intersubjetivas
fundantesde losderechos de losparticulares quevivenen sociedad.
111.Incidente de redargución de falsedad del instrumento público en la
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7- Este articulo textualmente dispone: "La redargución de falsedad de un instrumento público tramitara por incidente
que deberá prornoverse dentro de los diez días de realizada la impugnación, bajo apercibimiento detenerla por desistida.
Será parte el funcionario público que labró el documento. El incidente se resolverá en la sentencia definitiva,
suspendiéndose ésta mientras se encuentre en trámite la impugnación"
R- Código Procesal Civil y Comercial de la Nación - Artículo 395: Redargución de falsedad. "La redargución de
falsedad de un Instrumento público tramitará por incidente que deberá prornoverse dentro del plazo de diez días de
realizada la impugnación, bajo apercibimiento de tenerla por desistida. Será inadmisible si no se indican los elementos y
no se ofrecen las pruebas tendientes a demostrar la falsedad
Admitido el requerimiento. el juez suspenderá el pronunciamiento de la sentencia, para resolver el incidentejuntamente
con ésta. Será parte el oficial público que extendió el instrumento."
9- "La redargución de falsedad. como acto procesal destinado a obtener la declaración de invalidez de un documento
público o de un documento privado reconocido l ... )"; "La redargución de falsedad por vía de incidente a la que se
refieren el CPCN. 395 y normas concordantes requiere, como es obvio, la existencia de un proceso principal y tiene por
objeto destruir la eficacia de un documento agregado a ese proceso como elemento probatorio ( .Ten "Código Procesal
Civil y Comercial de la Nación Explicado y anotado jurisprudencial y bibliográficamente" de Lino Enrique Palacios y
Adolfo Alvarado Velloso Tomo Octavo Artículos :<60 al 485 Rubmzal Culzoni Editores 1.994 Págs. 201 y 203,
respectivamente
¡(1- Escribano Gabriel Ventura. sus clases
¡1- "La redargución de falsedad time por objeto destruir la eficacia de un instrumento público ofrecido como elemento
probatorio." (CSJ.N, 7-5-98,LL 1 998-E-55)

El incidente de redargución de falsedad de un instrumento público se
encuentra regulado en nuestra ley foral en un único artículo, el 244 del
Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial de la Provincia de
Córdoba, Ley N° 8.465 (B.O. 08/06/1.995) (7) Yque prácticamente es copia
textual del precepto contenido en el artículo 395 (8) de la ley foral nacional.

En particular, dicho incidente es un procedimiento tendiente a privar de
valor de verdad a una "mentira"; es decir, a la mentira que se ha consagrado
en el documento ahora impugnado(9).

Por lo tanto, su utilización está prevista y se circunscribe sólo para ese
supuesto patológico, que -si el sistema notarial responde al espíritu de
nuestro Código Civil y en general al de todo sistema de notariado de tipo
latino- debería ser excepcionalísimo.

ASÍ, su regulación procesal debería ser rigurosa, restrictiva y su
admisibilidad de carácter excepcional a fin de ser un verdadero
procedim iento incordioso(l O).

¿Por qué decimos incordioso? Porque lo que la ley quiere -y debe
querer siempre- es que el instrumento público funcione como tal, ya que
para ello lo ha revestido de fe pública y ese es el espíritu subyacente en toda
la regulación que ha realizado nuestro codificador en materia de
instrumentos públicos (artículos 979 a 996 y 997 a 1.011 del Código Civil).

Por lo tanto, este procedimiento incordioso del incidente de
redargución de falsedad busca privar de fe pública al instrumento público
evitando así la consagración de una mentira y a tal fin debe ser siempre
empleado(ll).

Resulta esencial evitar que sea utilizado como una mera maniobra

ley foral cordobesa
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/2- ·'EIDocumentoNotarial", deCarlosA. Pelosi Ed.Astrea BuenosAires 1.980 Pág.185.
J3- "La impugnaciónconstituye un acto procesal preparatoriocuyo contenido debe limitarse a lamera afirmaciónde la
falsedad .. ·'teN Civ.,C, 02.12.76,L.L., 1 978-B-655(34557-S))

La primera pregunta que nos surge al analizar este tópico es: ¿Qué es
impugnación?

Notarialistas de la talla de Carlos Pelosi -en su obra el "Documento
Notarial"(l2)- citan definiciones como la siguiente: "Se entiende por
impugnación la actividad encaminada a combatir la validez o eficacia de
algo que puede tener trascendencia en el campo de lo jurídico." ("Nueva
Enciclopedia Jurídica", Seix Barcelona, 1.965, t.XII, P. 10).
Para procesalistas del prestigio del maestro Clariá Olmedo, impugnación es
"el poder y actividad de atacar, tachar o refutar un acto del proceso judicial,
un documento, una declaración testimonial, dictamen de peritos, etc., para
obtener su revocación o invalidación." (Clariá Olmedo, J. "Derecho
Procesal", Tomo JI, Pág. 276, Editorial Depalma, BuenosAires, 1.983).
También es definida como "acción y efecto de atacar, tachar o refutar un acto
judicial, documento, deposición testimonial, informe de peritos, etc, con el
objeto de obtener su revocación o invalidación" (Couture, Eduardo
"Fundamentos del Derecho Procesal Civil", pág. 339, Editorial Depalma,
BuenosAires, 1.976).

El acto impugnativo "es el obrar o la instancia procesal, motivada o no,
del sujeto legitimado, en procura de la eliminación, sustitución o reforma de
un acto del proceso, por estimarlo adverso al interés que se pretende hacer
prevalecer" (Clariá Olmedo, J. "Impugnación Procesal", Enciclopedia
Jurídica Omeba, Ob. Cit., Páginas 213/219).

Como vemos lo primero a fin de responder la pregunta formulada al
comienzo de este apartado es dilucidar la naturaleza o esencia de la
impugnación, es decir, si la impugnación es de naturaleza procesal(l3) o
sustancial.

Al respecto corresponde señalar que la impugnación que prevé la ley
procesal civil dentro del incidente de redargución de falsedad es de tipo
sustancial por cuanto emerge de la previsión normativa contenida en el

IV.Naturaleza jurídica y caracteres de la impugnación

dilatoria tendiente a lograr la prolongación innecesaria del trámite procesal
del juicio en que se hubiese articulado, es decir, que sea usado por "mal
llamados" abogados (ya que el uso de la expresión con que se designa a tan
noble profesión para referirse a esta clase de profesionales, hace que se
peyorativice el término en cuestión) como espúreo recurso para defraudar a
la norma (fraude a la ley).
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/4- Para profundizar sobre el punto remitirse a "TeoríaGeneral de las Impugnaciones Recursos Incidentes Acciones
(ActualizaciónLegislativahasta año 1.990)"deRosaAngélicaÁvila Paz deRobledoyAngelinaFerreyra deDe La Rúa
CISPREN Noviembrede 1.990 Págs 40 y 41

artículo 993 del Código Civil, cuando textualmente señala que "El
instrumento público hace plena fe hasta que sea argüido de falso, por acción
civil o criminal, ( ...Y'

Obviamente, para que esta impugnación de tipo sustancial pueda ser
idóneamente deducida dentro del proceso judicial deberá estar contenida en
un acto procesal que permita canalizar apropiadamente esta pretensión; pero
ello no nos debe llevar a la equivocación de creer que estamos ante una
impugnación de tipo procesal.

La impugnación o -más precisamente- el acto impugnativo está
conformado en sí por dos (02) elementos, a saber:
• 1- el elemento volitivo: que consiste en la declaración de impugnación(l4).

Aquí se requiere la expresa manifestación de disconformidad con el
acto que produce agravio al titular del poder impugnativo en virtud del vicio
de que adolece (falsedad).

y destaco la palabra "expresa" porque no basta la mera referencia
genérica, vaga e imprecisa de disconformidad con el acto atacado, ya que
ello lejos de configurar un acto impugnativo será simplemente un mero
rosario de lamentaciones.

En primer lugar, este carácter expreso de la impugnación surge del
hecho que lo normal y corriente es que el instrumento público valga, es decir
que su contenido sea tenido por cierto y verdadero.

Lo regular, según el orden normal de los acontecimientos y de las cosas
es que el instrumento público valga y funcione como tal.

En efecto, el vicio que motiva el acto impugnativo es una anormalidad
(de tipo instrumental: falsedad). Por ello el acto de impugnación debe ser
expreso, entendiendo por tal que sea cierto, preciso, determinado e
indubitable; y por ello -entendemos- sólo puede concretarse en la fórmula
que reza: Impugno.

Y, en segundo lugar, dicho carácter expreso de la impugnación surge
también por imperio de los principios de legalidad y justicia de rigor en la
materia;
• 2- el elemento intelectivo (fundante o motivante): que es el razonamiento
lógico justificante de la petición.

Consiste en los argumentos y las razones tendientes a fundar la
legalidad y legitimidad de la impugnación del acto agraviante atacado.

Dentro del incidente de redargución de falsedad los dos elementos del
acto impugnativo -arriba descriptos- se dan separadamente o con relativa
autonomía.
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Dentro del Incidente de Redargución de falsedad podemos advertir dos
términos o plazos: uno, vinculado con la oportunidad para deducir la

V.De los términos o plazos

En general, las impugnaciones contienen un sustento de carácter
público, orientado en la necesidad de una mejor administración de justicia y
la exigencia de un trámite regular.
Esto permite lograr en el proceso la plena vigencia de las garantías
constitucionales del debido proceso y de la inviolabilidad de la defensa en
juicio.

En efecto, los pilares esenciales en materia de impugnaciones son los
principios de Legalidad y Justicia:

a) en relación al principio de Legalidad, porque las mismas asegurarán
e1respeto y la plena vigencia de las formas;

b) en lo que respecta al principio de Justicia, porque las impugnaciones
son los medios idóneos para lograr la concreta realización de la justicia
dentro del proceso judicial frente a la producción de actos viciados que no
sólo no responden a tal valor sino que atentan contra el mismo.

Además, en materia de impugnaciones impera el principio de
Taxatividad Legal que establece que las impugnaciones deben estar
reguladas previamente por la ley.

Este último principio se relaciona con la necesidad de limitar las
impugnaciones tanto en su procedencia como en su sustanciación.

Como corolario debemos decir entonces que las impugnaciones son
taxativas, restrictivas y excepcionales.

Decimos:
1- Taxativas: porque la ley fija o regula qué impugnaciones pueden

deducirse, cuándo y cómo deben sustanciarse (Principio de Taxatividad
Legal);

2- Restrictivas: porque no puede aplicarse el principio de analogía -pese
a que así se ha propiciado en ámbitos tales como el del fuero laboral en
materia de instrumentos privados (como hemos podido advertir en
diferentes eventos doctrinarios a los que hemos asistido)- (sobre el
particular yen aras de la brevedad remitimos a lo desarrollado al punto VII
del presente trabajo, bajo el acápite: ¿Redargución de falsedad de
instrumentos privados?);

3- Excepcionales: pues la impugnación es la excepción y no la regla;
ello debido a que lo que la ley quiere es que el acto (tanto instrumental:
documento como instrumentado: negocio jurídico) valga y produzca plenos
efectos jurídicoso
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15- "La redargución de falsedad requiere la impugnación previa, que debería ser efectuada al contestar el traslado
conferido de la documentación acompañada o cuando se lo exhibe para su reconocimiento pues esas oportunidades son
las más apropiadas para asegurar el derecho de defensay es a partir de entoncesque corre el plazo previsto en el artículo
395."(C.SJ.N., 7-5-98, L.L, 1.998-E-55).
16- "Para promover el incidente de redargución de falsedad, el ePCN, 395fija el término de diez días a contarse desde
que se efectúa la impugnación, y la oportunidadpara efectuar dicha impugnación se ha entendido que es la de contestar
el traslado del instrumento atacado, comenzando a correr el plazo para reargüir a partir de allí, y no desde que el
incidentista tomó conocimiento de la existencia del instrumento. Es decir, que la impugnación debe efectuarse
necesariamente en ocasión de tener que pronunciarse la parte con respecto a la petición de la contraria." (C.N.Civ.,B,
03.08.n,ED., í5-173 y CNCiv.,D, 12.l2.76,LL, 1978-B-L55í34557-S)
17-Párrafo aparte merece el proceder de los tribunales laborales, más precisamentede los Juzgados de Conciliación de
nuestra provincia, que siguen equivocadamente empleando a tal fin la audiencia de reconocimiento de firmas y
omitiendo el traslado impuesto por el artículo 243 de la ley delnto, lo que dificultala correcta aplicación del artículo244
denuestra ley foral.
18-VerLinoEnrique Palacios yAdolfoAlvarado Vellosoyacitadosennota apie n"9 Pág. 203.
19- "La falta de impugnación en tales oportunidades produce prec!usión respecto de la facultad de interponerla con
posterioridad .... ", LinoEnrique PalaciosyAdolfoAlvaradoVelloso,enobracitadaennota n"9 Pág. 204.

impugnación(15) y otro, el término de promoción del incidente.
En relación al primero, debemos señalar que el momento para

deducirse la impugnación por parte del incidentista es necesariamente en
ocasión de tener que pronunciarse con respecto a la petición de la contraria y
no desde que tomó conocimiento de la existencia del instrumento de que se
trata(16).

La oportunidad para ello en nuestro ordenamiento es la prevista en el
artículo 243 del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial de la
Provincia de Córdoba, esto es, al evacuarse el traslado de la prueba
documental ofrecida por la contraria(17).

Al respecto la doctrina jurídica procesalista nacional tiene dicho: "La
falsedad de un documento debe necesariamente invocarse por la parte a
quien se opone, en oportunidad de contestar el traslado que de aquél
corresponde conferirle inmediatamente después de haberse acompañado al
proceso. En consecuencia, el actor debe formular la tacha al contestar el
traslado previsto por el CPCN, 358y normas concordantes, el demandado
en ocasión de contestar la demanda (CPCN, 356, 10y preceptos análogos)
y cualquiera de las partes cuando contestan el traslado al cual se refiere el
arto335del mencionado ordenamiento(18) ".

Esto es obvio, aunque la práctica tribunalicia cotidiana demuestra que
no resulta clara esta circunstancia para todos los actores del mundo jurídico.

Si el incidentista no impugna el instrumento público en la oportunidad
legalmente prevista a tal fin entonces precluye el término respecto de la
posibilidad de interponerla con posterioridad(19).

Finalmente, debemos decir que -obviamente- el plazo para formular la
impugnación no es ni debe ser jamás indefinido pero tampoco podemos
exigirle al afectado que haya efectuado una impugnación que no estaba
procesalmente obligado a realizar ante la ausencia del traslado
correspondiente.
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2U- Al respecto resulta muy ilustrativa la nota al articulo 997 - segundo párrafo - del Código de Vélez quien distingue
entrematriz, originaly traslado,en estos términos: "( ... ) Se llama escrituramatriz la queextiendeel escribanoen el libro
de registros ..( ... ) ( ... ) Lacopia sacada en esta escritura, se llamaoriginal, y en los casos en queespermitido sacar copia
del original, la copia se llama traslado." Sobre el panicular esmenester aclarar quenosotros llamamosoriginal a lo que
en su Ilota V élez denomina matriz.
21- "Código CiVIly normas complementarias. Análisis doctrinano y jurisprudencial" de Alberto 1. Bueres y Elena L
Highton - Tomo 2 C Articulos 97911.065 Parte General Obligaciones - Editorial Harnrnurabi José Luis Depalma
Editor- Edición 1.999 Comentarioal articulo U)] O Pág. 131
22- CámaraApelacionesCivil yComercial Rosario, Sala 11,26/08/66, "Espligas, RicardoJ. M.elMilano SocoenCom
Por Acciones", L.L., 124-1.049. "Como instrumento público que es (art. 971 inc. 10,Código CiVIl)la copia de la
escritura sacada en legal forma (art, 1.006,Código Civil), se encuentra beneficiada por la plena fe que caracteriza a la
actividad fedante notarial, tanto entre las partes como frente a terceros (art. 994, Código Civil)." ("Código Civil y
normas complementarias.Análisisdoctrinario yjurisprudencial", deAlberto J. Bueresy ElenaLHigthon,en obra citada
en nota al pie n+Zl Págs. 131y 132).

Una de las características principales del sistema del notariado de tipo
latino es que el documento que circula no es el original -que queda
resguardado dentro del protocolo notarial a los fines de su preservación,
protección y custodia- sino que es el primer testimonio (o "copia" como se lo
denomina en Buenos Aires)(20).

Este último es el único que tiene valor ejecutivo para probar y generar
acciones legales, es decir, que prueba la existencia del instrumento copiado
y el contenido del mismo.

Para lo cual debe haber sido expedido cumpliendo todos los requisitos
legales -tanto de fondo como de forma- exigidos por el Código Civil y las
leyes orgánicas notariales provinciales, y como dicen Bueres y Higthon en
su Código Civil comentado " ...especialmente el de su exactitud e integridad
con relación a lamatriz(21)".

La matriz no tiene valor ejecutivo. No obstante, ambos tanto la matriz
como el testimonio(22) son instrumentos públicos y revisten valor
probatorio.

Sin embargo, el primer testimonio tiene diferente valor probatorio
respecto de la matriz (conforme así lo preceptúa el artículo 1.009 de la
norma de fondo) ya que en el caso de haber una discordancia -o como dice la
norma " ...alguna variación ..."- "entre la copia y la escritura matriz"
prevalece lo contenido en ésta última.

El valor probatorio tanto del primer testimonio como de la matriz está
tabulado por ley, o sea que surge de la propia norma. Por lo tanto, el
fundamento del diferente valor probatorio existente entre el testimonio y la
matriz es de orden público.

VI. Del diferente valor probatorio de la matriz y el testimonio

En lo respecta al segundo término o plazo, debemos señalar que el
mismo es el acordado por la ley para deducir el incidente propiamente dicho
que es de diez días a computarse "desde la impugnación".



162

23- "La confrontación no sólo es admisible tratándose de escrituras públicas sino siempre que se cuestione la
autenticidad de la copia de cualquier documento público. Si se trata, en cambio, de un documento público que por si
mismo configure el original o que carezca de matriz o protocolo. resulta obviamente inadmisible la confrontación,
debiendo verificarse su autenticidad mediante la intervención de peritos", Lino Enrique Palacios y Adolfo Alvarado
Vellosoya citadosoporlunamenteen nota a pie n"9 Pág. 108.

Como dijimos al comienzo de este trabajo el instrumento público es
aquél que está revestido de fe pública por haber sido autorizado por un
funcionario público en ejercicio de sus funciones fedantes y con debido
cumplimiento de las formalidades de ley.

Así, el mismo mantendrá su plena fe hasta que recaiga una sentencia
pasada en autoridad de cosa juzgada que determine la existencia de la
falsedad y -en consecuencia- lo prive de la fe pública de la que hasta ese
momento estaba investido.

Es decir, que el instrumento público goza de plena fe "hasta que eljuez

VII. De los efectos del incidente de redargución de falsedad

Así, la copia de que habla el artículo 1.010 del Código Civil " ...hace
plena fe corno la escritura matriz.", pero no hasta la redargución de falsedad
(por querella civil o criminal de que habla el artículo 993 del Código de
Velez) sino hasta el simple cotejo con la escritura matriz, conforme 10
prescripto por el artículo 1.009 del derecho de fondo.

Por lo tanto, teniendo en cuenta que el instrumento público que se va a
presentar, eventualmente, dentro del proceso judicial siempre va a ser el
primer testimonio debería -previamente y a los fines de resolver sobre la
admisibilidad del incidente de redargución de falsedad articulado­
disponerse el cotejo con su matriz.

Ello, porque puede suceder que por un error se haya consignado un dato
en el instrumento circulante que no se corresponda con los datos contenidos
en la matriz, en cuyo caso tal inexactitud se supliría fácil y eficazmente con
el referido cotejo (artículo 1.009 del Código Civil).

Incluso -entendemos- este cotejo dispuesto por el derecho de fondo
debería habilitar a exigir, en una futura reforma de la ley procesal civil
cordobesa, una adecuación de la norma del artículo 244 de la ley del rito al
Código Civil.

No obstante y mientras tanto, creemos que perfectamente podría
adoptarse la medida del cotejo por los jueces ya que el mismo es
consustancial a la existencia de un testimonio (copia) y de una matriz
(original) -característica propia de nuestro sistema jurídico notarial­
encontrando el fundamento jurídico en los artículos 1.009 y 1.0 lO del
Código Civil y por imperio del principio iura novit curia(23).
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2~· 'La destrucción de la plena fe del instrumento publico "por argución de falsedad no ocurre con la mera
impugnación. sino que subsiste hasta el momento en que. mediante sentencia firme, se la declare judicialmente"
¡eN e" ..Sala O, 26:(14;83. "Ruiz, Rodolfoy Otros e/Municipalidad de l. Capital yOtros", L.L..1.983-0-122)
::5- Ver Alberto J, Bueres y Elena L Higthon en obra citada oportunamente en nota a pie rr' Ll Págs, 61 y 62.

interviniente no lo declare así". Ahora bien: ¿cuándo y cómo formula eljuez
esta declaración? Obviamente al momento de dictar sentencia que es el
tiempo propio y natural que tiene el juez para formular su
pronunciamiento(24) .

Sin embargo, el juez puede ordenar la suspensión provisional de los
efectos probantes del documento o del cumplimiento del acto a que se
refiere, debiendo para ello aparecer indicios evidentes de la existencia de
falsedad y justificar esta medida en la necesidad de evitar perjuicios.

Es decir, deberán mediar circunstancias de gravedad, intensidad,
urgencia y medios de prueba ofrecidos a criterio del juez que sean
suficientes para suspender esos efectos(25).

En fin: la suspensión provisional de los efectos probantes del
documento se deja librada a la discrecionalidad del juez; y aclaramos que
decimos discrecionalidad y no arbitrariedad.

Esto implica que el juez debe fundar adecuadamente en razones de
hecho y derecho esta excepcional y gravosa medida judicial, bajo
apercibimiento de comprometer la responsabilidad civil tanto del
magistrado como de los demás funcionarios intervinientes en la adopción de
la referida medida.

Si bien de la redacción del artículo 993 del Código Civil y por imperio
del principio que dice que todo lo que no está prohibido está permitido -de
raigambre constitucional en nuestro derecho- parece surgir como suficiente
para privar de fe pública al instrumento público el hecho de la impugnación,
nosotros creemos que no es así.

Doy razones: la fe pública es una fe impuesta por la ley y -por tanto- el
instrumento público sólo puede ser privado de ella por una sentencia firme
pasada en autoridad de cosa juzgada dictada dentro de un proceso judicial
rodeado e investido de todas las formalidades de ley que aseguren el debido
imperio de todas y cada una de las garantías constitucionales.

En definitiva, la razón fundante de esta postura es de orden público. La
ley quiere que el instrumento público funcione como tal salvo que sea
privado de esta fe por una sentencia firme dictada con arreglo a la propia ley.
En fin, el instrumento público nace y muere como tal por imperio de la ley.

Por ello, no compartimos en modo alguno el argumento fundado en
criterios vanos y triviales como el de conveniencia que esgrimen algunos
autores cuando señalan que "no conviene" sostener que basta la mera
impugnación para privar de fe pública a un documento pues este incidente
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26- "La redacción del articulo 993 parece indicar que es suficiente la promoción de esa demanda para enervar la eficacia
probatoria del instrumento público cuestionado: es ésta la opinión de Luis Boffi Boggero. Sin embargo. esta
interpretación parece ser peligrosa, en cuanto facilita la demora injustificada de los procedimientos con sólo iniciar el
juicio de falsedad. Por ello parece acertado que se deje a los Jueces en libertad para que. según las circunstancras del
caso, admitan o no la suspensión de los efectos del instrumento publico: puede también promover querella o denuncia
ante lajusucia cnminal (arts 292 a 294 del Cód. Peno l." ("Códlgo Procesal CiYII y Comercial de la Nación Comentado
y Anotado" de Roland Arazi y Jorge A ROjaS. Rubinzal Culzoni Editores. 2 OO'cPágs 510.51,)
27c Por mayoria en las XI Jornadas Nacionales de Derecho Civil (Bs As. 1.987) se concluyó que: "El Código Civil
vigente admite la categoría de instrumentos públicos y particulares. Los instrumentos particulares firmados son
instrumentos privados."; opinión a la que adherimos.
2licALSINA. Tratado ..cit.j. 111.p. 450: MORENO, PASS, LANZA, SOSAy BERIZONCE, Códigos Procesales CIt..
t. v., p. 286: PALACIO, Estudio. cit. p. 145: ESCLAPEZ, La redargución de falsedad .cit., quien expresamente critica
que el Código no contemple en el articulo :195 la redargucion de falsedad de los instrumentos privados: llega incluso a
considerar inconstitucional la ley procesal porque estaría modificando las disposiciones del Código Civil ("Código
Procesal Civil y Comercial de la Nación Comentado y Anotado" de Roland ARAZI y Jorge A. ROJAS, Rubinzal
Culzoni Editores, 2.003, Págs 512 y 513)

En materia de instrumentos privados(27) debemos señalar, en primer
término, que la diferencia con los instrumentos públicos es esencial y finca
en que en los primeros no funciona la presunción de autenticidad de que
están revestidos los segundos debido a la inexistencia de oficial público que
le imprima fe pública; por ello, no le resultan de aplicación las
prescripciones del artículo 993 del Código Civil.

Muy por el contrario, por imperio del artículo 1.031 del Código Civil
debe previamente ser reconocida la firma por aquél coritra quien se presente
en juicio un documento privado firmado por él a los fines de su ejecución
inmediata posterior. y le basta con negar la firma inserta, para que deba
cargar con la prueba de su autenticidad quien intente valerse del referido
instrumento.

Esta es la regla general en materia de instrumentos privados, aún en
casos más complejos como por ejemplo cuando la firma es auténtica, pero el
instrumento ha sido adulterado, o cuando son falsas las manifestaciones
contenidas en él, en donde la falsedad del contenido o la adulteración del
documento pueden demostrarse por simple prueba en contrario.

No obstante, hay autores que -mayoritariamente- entienden que en
estos supuestos más complejos, atento a la asimilación que hace el artículo
1.026 del Código de Velez, el embate a la adulteración o la falsedad
ideológica del documento privado reconocido judicialmente debe hacerse
en la misma forma que respecto de un instrumento público, es decir,
impetrando incidente de redargución de falsedad en su contra(28).

Entendemos que el silogismo que en su argumentación formulan estos
autores es el siguiente: dado que "Todo aquél contra quien se presente en
juicio un instrumento privado firmado por él, está obligado a declarar si la

VIII. ¿Redarg'ución de falsedad de instrumentos privados?

podría usarse como una maniobra dilatoria del proceso(26).
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29· ··C.) y aún respecto de terceros. ( )" (Nota al artículo 1.026 del Código Civil).
3(J· "la intervención de un oficial público.. .. resulta inexcusable; ( .. )" en "Instituciones de Derecho Civil" de Julio
César Rivera - Eduorial Lexis Nexis - Edición 2.004 - Pág 654
3/- Ver Julio César Rivera, en obra citada en nota al pie n° 30 - Pág. 678.
3..:"'~Este precepto consagra 10 que doctrinariameme (Escribano Ventura sus clases) se denomina" "Principio de
autenticidad'

firma es o no suya" (artículo 1.031 del Código Civil), que "El
reconocimiento judicial de la firma es suficiente para que el cuerpo del
instrumento quede también reconocido" (artículo 1.028 del Código Civil) y
-además- que "El instrumento privado reconocido judicialmente por la parte
a quien se opone, o declarado debidamente reconocido, tiene el misma valor
que el instrumento público entre los que lo han suscripto y sus sucesores"
(artículo 1.026 del Código Civil)(29), es necesario articular incidente de
redargución de falsedad en contra de un instrumento privado reconocido
judicialmente a fin de despojarlo de autenticidad y privarlo de su valor
probatorio.

En nuestra opinión, ello es erróneo ya que estos autores parecen olvidar
que la génesis del instrumento público consiste en que es autorizado por un
oficial público en ejercicio de sus funciones fedantes y en el límite (material
y territorial) de sus atribuciones(30).
y "(,..)...sólo en los supuestos de hechos pasados ante el oficial público o
cumplidos por éste. es necesario redargüir defalsedad para recién entonces
privar de su fuerza probatoria al instrumento público en ese aspecto de su
contenido (31) ".

En cambio: instrumento privado es aquél en cuya redacción -por
definición legal- no interviene ningún oficial o funcionario público; muy
por el contrario, es redactado libremente por las partes sin forma especial
alguna (artículo 1.020 del Código Civil).

y cuando el mismo es reconocido judicialmente por la parte a quien se
atribuye, dicho ..(. ..) ...reconocimiento de la firma genera la presunción
juris tantum de que el contenido o texto del instrumento es auténtico ... (. ..) ..
pudiendo ser desvirtuada por simple prueba en contrario. Es decir, no es
necesario articular querella de falsedad alguna.

En efecto: el artículo 993(32) del Código de Velez prevé que: "El
instrumento público hace plena fe hasta que sea argüido de falso, por acción
civil o criminal, de la existencia material de los hechos; que el oficial público
hubiese anunciado como cumplidos por él mismo, o que han pasado en su
presencia. "

Por lo tanto, resulta esencial a los fines de la articulación del incidente
de redargución de falsedad respecto de instrumentos públicos que se trate de
hechos cumplidos por el notario o pasados en su presencia.

Ello, a diferencia de lo que acontece con las denominadas



166

33- Por cláusulas dispositivas entendemos T .)...aquellas que constituyen el objeto del instrumento, esto es, las
manifestaciones de las partes configurativas de aquello para lo cual aquél se otorga. ( ... r- En cambio por cláusulas
enunciativas directas entendemos que son aquellas menciones directamente relacionadas con el negocio, o - en otros
términos - "( ... ) .. enunciaciones directamente relativas al acto jurídico de que se trate. (conf. Salva!' Borda, Aráuz
Castex.Spota)." Las cláusulas enunciativas indirectas (o meras enunciaciones, con aquellas "( ... , ...manifestaciones
sólo incidental o indirectamentevinculadas con el objeto del actoJurídico instrumentado." (VerJulio César Rivera en
obra citada ennota al pie n"30 Págs. 674i675).
34- VerJulioCésarRivera, en obracitada ennota alpie n" 30-Pág. 678.

doctrinariamente como cláusulas dispositivas (artículo 994 del Código
Civil), enunciativas directas (artículo 995 del Código Civil) y enunciativas
indirectas (artículo 995 a contrario sensu del Código Civil)(33), respecto de
las cuales: "( ... ) ... para desconocer este tipo de cláusula no es necesario
redarguir de falsedad el instrumento, pudiendo ser desvirtuado su contenido
por simple prueba en contrario(34)".

Creemos que constituye un verdadero despropósito y una
inconsecuencia lógica articular incidente de redargución de falsedad
respecto de instrumentos privados reconocidos judicialmente, pues dicho
remedio constituye un proceso incordioso previsto y legalmente exigido
para privar de fe pública y echar por tierra con la presunción de autenticidad
de que gozan los instrumentos públicos y de la que no están revestidos los
instrumentos privados, salvo que sean reconocidos judicialmente; en cuyo
caso revisten dicha presunción pero con carácter juris tantum, pudiendo ser
desvirtuada por simple prueba en contrario.

Entonces nos preguntamos: en materia de instrumentos privados ¿para
qué vamos a articular este incidente?, o -mejor dicho aún- ¿en qué supuestos
cabría la deducción del remedio jurídico en cuestión?

Pues bien, dicho incidente sería procedente -por ejemplo- en el
supuesto que se controvirtiera o negara que hubiera tenido lugar
reconocimiento judicial alguno por ante el funcionario judicial interviniente
(secretaria judicial) o se negara veracidad a lo que el oficial actuante dice
que ha cumplido o realizado personalmente.

Allí sí cabría la articulación del referido incidente, pero en razón de que
el supuesto fáctico quedaría comprendido en el texto del artículo 993 del
derecho de fondo, en virtud de lo dispuesto por el artículo 1.026 del Código
deVelez.

La deducción del incidente de redargución de falsedad respecto de
instrumentos privados reconocidos judicialmente no puede tampoco
fundarse en la regla de que: "el que puede lo más puede lo menos".
Ello debido a que dicha máxima sólo resulta aplicable en los casos en que lo
más y lo menos pertenezcan a supuestos de la misma naturaleza y entidad, lo
que no sucede en el caso bajo estudio.

En efecto: los instrumentos públicos y privados revisten naturalezas
jurídicas esencialmente diferentes y así lo ha reflejado nuestro codificador
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35·" l. Elmodelojurídico unidimensional: el derecho comociencia de lasnormas (el normativismopuro)" de Fernando
Martinez Paz en "La enseñanza del Derecho (modelos jurídico-didácticos)" . Academia Nacional de Derecho y
Ciencias Sociales de Córdoba- Instituto de Educación- 1.995· Editorial El Copista- Impreso en el mes de Marzo de
1.995· Página 14y subsiguientes.

Criticamos la recepción normativa que dentro de la ley del rito (artículo
244 de la Ley N° 8.465) le ha dado nuestro legislador al incidente de
redargución de falsedad, porque la misma carece -fundamentalmente- de
coherencia con el resto de nuestro sistema jurídico, con la necesidad a que
responden los instrumentos públicos y con la función social que ellos
cumplen en el devenir cotidiano de nuestra sociedad.

Más aún, prácticamente constituye un engendro normativo "sin pie ni
cabeza", desprovisto de sentido e irrespetuoso de la concepción que en
materia de instrumentos públ icos guarda nuestro derecho.

Ni siquiera dentro de un modelo jurídico unidimensional(35) sería
defendible la regulación de que se trata. Ello toda vez que, al prever en el
artículo 244 de la ley del rito cordobesa el incidente en cuestión, el legislador
no ha respetado la pureza del método propia de un normativismo puro como
el que constituye la visión unidimensional del mundo jurídico.

En efecto: del simple análisis de la norma procesal surge palmaria la
falta de armonización de esta disposición legislativa con las previsiones
normativas contenidas en los artículos 993 y 1.009 del Código Civil-normas
éstas que citamos tan sólo a título de ejemplo-; más aún, si consideramos el
plexo normativo procesal en el que el incidente en cuestión se encuentra
inmerso.

¿Por qué decimos esto? Para responder esta pregunta vamos a poner un
ejemplo práctico: supongamos que al expediente judicial en que estamos
interviniendo se incorpora un instrumento público, verbigracia, una cesión
de derechos y acciones a título oneroso, instrumentada por escritura pública
-conforme lo prescripto por el artículo 1.184 incido 9° del Código Civil-,
cesión en que nuestra parte interviene como cedente.

Pero resulta que nuestro representado en realidad jamás efectuó tal
cesión, configurándose así una hipótesis o un supuesto de lo que
técnicamente se denom ina falsedad ideológica.

¿Qué hacemos frente a este supuesto? Pues bien, si seguimos al dedillo
lo que nos dice el artículo 244 de la ley del rito, deberíamos impugnar el

IX. Una propuesta alternativa al amparo del modelo jurídico
multidimensional

en la normativa de fondo, regulándolos específicamente a cada uno de ellos
por separado.
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instrumento y dentro del plazo de diez días deducir fundadamente el
incidente de que se trata.

Ahora bien, ¿qué pasa si en realidad la matriz consigna que el cedente
ha sido en verdad otra persona y no nuestro cliente, como surge del
testimonio?, es decir, ¿qué pasa si se configura un supuesto de
disconformidad entre el primer testimonio que es la copia con valor
ejecutivo y circulante que adjuntamos al expediente judicial y el original o
matriz de la escritura de que se trata?

En realidad -observando lo dispuesto por el artículo 1.009 del derecho
de fondo- bastaría el simple cotejo con el original para advertir esta
inexactitud, que muy bien podría obedecer a un mero error material
involuntario, sin dolo ni voluntad de causar perjuicio por parte del
funcionario autorizante del documento.

Como la ley del rito no contempla la posibilidad de este cotejo nos
"vemos obligados" a tener que elegir entre las únicas dos opciones que nos
quedan, a saber:

1- la primera, en proceder nosotros mismos a efectuar' el cotejo de
manera extrajudicial, lo que obviamente es lo aconsejable y recomendable
pero que en la práctica puede tropezar con obstáculos insalvables -que es lo
que sucede en la mayoría de los casos- que nos hagan ora imposible ora muy
dificultoso efectuar esta compulsa.

Más aún, si tomamos en consideración que el trámite procesal de la
causa judicial sigue su curso y que, entonces, los plazos procesales propios
deljuicio nos apremian.

2- la segunda, en efectuar la impugnación y deducir el incidente en
cuestión conforme lo exige la ley del rito local (artículo 244 de la Ley N°
8.465).

Pero si el escribano sólo se equivocó al confeccionar el testimonio, es
decir, si sólo hubo un error del funcionario autorizante, ¿para qué ocurrir por
la vía del incidente de redargución de falsedad? con todo lo gravoso y
engorroso que resulta ser el trámite procesal propio de este incordioso
incidente bajo estudio. Obviamente, no tiene sentido alguno.

Así vemos como el instituto procesal del incidente de redargución de
falsedad, dada su deficiente regulación normativo-procesal, deviene en
ineficaz e ineficiente por estar "descalzado" con el resto del sistema del
ordenamiento jurídico (fundamentalmente con el Código Civil) regulatorio
de la querella de falsedad en cuestión.

Ahora bien, ¿qué propuesta superadora podemos proponer para sanear
esta falencia regulatoria a nivel procesal?, y -antes que ello- ¿dentro de qué
modelo jurídico debe gestarse y enmarcarse esta propuesta superadora?

Verdaderamente creemos que debe emplearse y adherirse a un modelo
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36- "El modelo para construir el mundojurídico, propuesto en este trabajo, tiene sus raícesmás profundasen la relación
hombre-sociedad-cultura-derecho que lleva implícita la necesidad de buscar nuevos caminos de investigación y
análisis." de FernandoMartínezPazen "La construccióndel mundojurídico multidimensional" AcademiaNacional de
Derecho y Ciencias SocialesdeCórdoba Córdoba RepúblicaArgentina 2.003 - Página5,
37- 'TI de "sociedad", que el hombredebe construir,como soporte de su realidadhumana. Sudisciplina es la sociología
del derecho", FernandoManínez Pazen obra citadaen nota al pie n°36 - Página 53.

jurídico multidimensional, y aclaramos que decimos "debe" porque el
método de que se trata se impone como una necesidad imperiosa y no como
una elección de gusto o paladar.

Pero, ¿de dónde surge esta necesidad?, ¿porqué "debe" emplearse este
modelo jurídico multidimensional y no "puede" utilizarse otro diferente?
Precisamente por la génesis o esencia del instrumento público, por las
razones históricas y sociales que provocaron su surgimiento y las
consecuencias de su recepción normativa, como así también por las
connotaciones que tiene el incidente de redargución en cuestión en
diferentes áreas o en distinto ámbitos.

La multiplicidad de escenarios a considerar es lo que precisamente
tiene en miras el modelo jurídico multidimensional(36); por lo tanto la
propuesta de modificar la regulación procesal del incidente de que se trata al
amparo del dicho modelo jurídico encuentra fundamento en lo siguiente, a
saber:

En primer lugar, no podemos olvidar la dimensión social, es decir la
sociedad que el hombre construye como soporte de su realidad humana(3 7).
Precisamente, el instrumento público busca ser el continente más apropiado
para contener aquello que compromete el orden público y la seguridad
estática, valores esenciales de nuestra sociedad.

Así es que principalmente los derechos reales e institutos esenciales son
los que se instrumentan a través del mismo, como lo demuestra la
enumeración de los supuestos a reflejar en escritura pública contenida en el
artículo 1.184 del Código Civil al que remitimos a los fines de su lectura.

Entonces, teniendo en cuenta que el instrumento público es el medio
idóneo para dar certeza y seguridad a las relaciones intersubjetivas objeto de
regulaciónjurídica con la finalidad -legalmente reconocida- de preconstituir
prueba, debe tenerse en cuenta esta naturaleza por parte de nuestro
legislador a la hora de instrumentar a nivel procesal el incidente en cuestión;
lo que -como podrá advertirse- no ha acaecido aún en la ley foral cordobesa
(ni en la nacional).

Precisamente, esta dimensión social sólo puede encontrar reflejo dentro
del modelo jurídico multidimensional propuesto, a los fines de una
modificación legislativa procesal superadora de la actual letra positiva de
nuestra ley del rito.

En segundo lugar, es menester tomar en consideración la dimensión
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311-"El de "persona". que surge de la naturaleza humana y de su condición. y se abre a la dimensión antropológica del
mundojuridico y a la antropologíajurídica.", FernandoMartínez Paz en obracitadaennotan"36 - Página 53.
39- VerEnriqueGiménez Amau ya citado oportunamenteen nota a pie n"6.
4()-Videvoz "Cultura" en "Gran EnciclopediaSalvat' - SalvatEditores, S.A.Barcelona Impresoen España Año 2.000
Tomo9- Pág. 1.209.
41- "El de "cultura", en cuanto expresión de las particularidades históricas concretas y considerada una matriz de vida
dotada de sentido. al que corresponde una sociología cultural", Fernando Martinez Paz en obra citada en nota n" 36 -
Página 53.

antropológica, es decir, a la persona en su naturaleza y condición
propias(38).

Citábamos -textualmente- al comenzar este trabajo (más precisamente
el punto 11.del presente y bajo el acápite: "Introducción" que "( ...) no se
puede olvidar la imperfección moral del hombre y sus inclinaciones
malignas"(39).

Es decir, existen en el hombre lo que -por llamarlo de algún modo­
podríamos denominar "tendencias malignas" y a éstas es a las que el
legislador (Dalmacio Velez Sarsfield) ha atendido cuando ha regulado el
instrumento público de la manera que lo ha hecho.

Ello para evitar que el "tramposo" se desdiga o desmienta
maliciosamente el acaecimiento de hechos o actos verdaderamente
sucedidos, en menoscabo de los derechos de las restantes personas, no sólo
de su ca-contratante sino de todo el resto de la sociedad.

Lo que ha pretendido nuestro legislador es damos instrumentos seguros
y confiables a los que atenernos, en aras de la seguridad no sólo jurídica sino
social en general y a fin de evitar el caos que no contar con ellos conllevaría.

En efecto: de no contar con tales instrumentos no sabríamos a qué
atenemos ni en qué o quién confiar, lo que implicaría una anarquía total y
socavar a la sociedad en sus cimientos fundantes.

Esta dimensión antropológica no ha sido receptada por la ley foral
vigente respecto del incidente en cuestión; ello, toda vez que habilita a que
sea impetrado sin exigir recaudos previos (tales como sería el previo cotejo
con la matriz por nosotros promovido) ni establecer sanciones o penal idades
para el litigante malicioso que utilice este remedio como una maniobra
dilatoria del trámite procesal.

En tercer lugar, debe atenderse a la dimensión cultural entendiendo por
cultura el "( ...) Conjunto de elementos materiales e inmateriales (lengua,
ciencias, técnicas, costumbres, tradiciones, valores y modelos de
comportamiento, etc.) que, socialmente transmitidos y asimilados,
caracterizan a un determinado grupo humano con respecto a los otros(40)
(41)".

El legislador no ha tenido en cuenta el valor y la importancia que el
instrumento público reviste en nuestro medio social y cultural, y -en
consecuencia- no lo ha rodeado ni de los recaudos previos condicionantes de
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41- VideFernandoMartinezPaz en obra citadaen notan" 36 - Página53.

su ejercicio ni ha previsto sanciones a fin de evitar que sea usado
maliciosamente.

A fuer de ser pesimistas debemos reconocer que en la actualidad la
crisis de valores morales y la falta de observación a las más elementales
pautas de buena conducta, respeto y caballerosidad hacen que deban
tomarse mayores recaudos a nivel normativo en la regulación de institutos
jurídicos como el analizado en el presente trabajo. Ello a fin de evitar el uso y
abuso del incidente en cuestión en desmedro de lajusticia.

Es decir ¿qué seguridad tenemos que el instituto del incidente de
redargución de falsedad no será usado maliciosamente como simple
maniobra dilatoria del trámite procesal de una causajudicial? Ninguna.

Por ello es que bregamos porque el instituto jurídico bajo estudio sea
rodeado de los mayores recaudos y garantías posibles, a fin de evitar su
utilización espuria y mal intencionada, en menoscabo de la seguridad
jurídica y el orden público comprometidos.

Dejar librado el uso de esta herramienta jurídica a la buena voluntad de
los ciudadanos sin tomar los recaudos que los valores en juego exigen, es
desconocer -en una actitud que más que inocente deviene en irresponsable­
el calibre cultural de la sociedad en la que estamos inmersos.

En cuarto lugar y finalmente, debe considerarse el derecho en su
totalidad, es decir al derecho "( ...) ...que desde su positividad y su eticidad,
configura las relaciones jurídicas y sociales y perfecciona las formas de
convivencia" (42).

En la regulación normativo-procesal vigente del instituto jurídico de
que se trata, el legislador no sólo ha omitido por completo considerar las
otras dimensiones arriba aludidas (social, antropológica y cultural) sino que
tampoco ha observado el plexo normativo general de nuestro sistema
jurídico a fin de armonizarIo con el mismo.

Como hemos dicho ya, nuestro legislador procesal no ha previsto -entre
otras omisiones en que ha incurrido- el cotejo previo del testimonio con la
matriz en virtud del diferente valor probatorio existente entre ambos
(artículo 1.009 del Código Civil) ni tampoco ha regulado ¿qué pasa con el
instrumento público atacado en el período comprendido entre el momento
en que se articula la impugnación del mismo y aquél en que se dicta la
resolución judicial respectiva?

Todas estas omisiones en que incurre nuestra ley foral demuestran que
verdaderamente no se ha logrado ni tan siquiera desde el punto de vista
puramente normativo que el incidente en cuestión -en lo atinente a su
regulación procesal- guarde coherencia lógica intestina con el resto de
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1-El incidente de redargución de falsedad de un instrumento público es
un procedimiento tendiente a privar de valor de verdad a una mentira, cuya
regulación procesal debería ser rigurosa, restrictiva y su admisibilidad de
carácter excepcional.

El incidente de redargución de falsedad es un procedimiento incordioso
que busca privar de fe pública al instrumento público y que no debe ser
utilizado como una mera maniobra dilatoria tendiente a lograr la
prolongación innecesaria del trámite procesal del juicio en que se hubiese
articulado.

2- La impugnación que prevé la ley procesal civil dentro del incidente
de redargución de falsedad es de tipo sustancial por cuanto emerge de la
previsión normativa contenida en el artículo 993 del Código Civil.

Obviamente, para que esta impugnación de tipo sustancial pueda ser
idóneamente deducida dentro del proceso judicial deberá estar contenida en
un acto procesal que permita canalizar apropiadamente esta pretensión; pero
ello no nos debe llevar a la equivocación de creer que estamos ante una
impugnación de tipo procesal.

3- La impugnación requiere la expresa manifestación de
disconformidad con el acto que produce agravio al titular del poder
impugnativo en virtud del vicio de que adolece (falsedad). No basta la mera
referencia genérica, vaga e imprecisa de disconformidad con el acto
atacado.

4- Las impugnaciones son taxativas, restrictivas y excepcionales.
5- El momento para deducirse la impugnación por parte del incidentista

es -necesariamente- en ocasión de tener que pronunciarse con respecto a la
petición de la contraria y no desde que tomó conocimiento de la existencia
del instrumento de que se trata.

6- El primer testimonio tiene diferente valor probatorio respecto de la
matriz (conforme así lo preceptúa el artículo 1.009 de la norma de fondo) ya
que en el caso de haber una discordancia -o como dice la norma " ...alguna

X. Conclusiones

nuestro ordenamiento jurídico positivo.
Por lo tanto ya modo de colofón podemos decir que el instituto jurídico

en cuestión es gravemente deficiente no sólo si lo consideramos desde el
punto de vista puramente normativo (que sería propio de un modelo jurídico
unidimensional como el aparentemente adoptado) sino también desde
cualquiera de las otras esferas o dimensiones (social, cultural,
antropológica) propias de un modelo jurídico mulÜdimensional como el
propuesto.
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variación ..."- "entre la copia y la escritura matriz" prevalece lo contenido en
ésta última. El fundamento del diferente valor probatorio existente entre el
testimonio y la matriz es de orden público.

7- A los fines de resolver sobre la admisibilidad del incidente de
redargución de falsedad articulado en un proceso judicial creemos que
debería disponerse el previo cotejo del testimonio con su matriz.

8- El instrumento público mantendrá su plena fe hasta que recaiga una
sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada que determine la existencia
de la falsedad y en consecuencia lo prive de la fe pública de la que hasta ese
momento estaba investido.

9- El juez puede ordenar la suspensión provisional de los efectos
probantes del documento o del cumplimiento del acto a que se refiere,
debiendo para ello aparecer indicios evidentes de la existencia de falsedad y
justificar esta medida en la necesidad de evitar perjuicios.

Deberán mediar circunstancias de gravedad, intensidad, urgencia y
medios de prueba ofrecidos a criterio del juez que sean suficientes para
suspender esos efectos.

10- Creemos que constituye un verdadero despropósito y una
inconsecuencia lógica articular incidente de redargución de falsedad
respecto de instrumentos privados reconocidos judicialmente, pues dicho
remedio constituye un proceso incordioso previsto y legalmente exigido
para privar de fe pública y echar por tierra con la presunción de autenticidad
de que gozan los instrumentos públicos y de la que no están revestidos los
instrumentos privados, salvo que sean reconocidos judicialmente en cuyo
caso revisten dicha presunción pero con carácter juris tantum pudiendo ser
desvirtuada por simple prueba en contrario.

11- Respecto de la previsión normativa contenida en el artículo 244 de
la Ley N° 8.465 debemos señalar que asistimos a una insuficiente respuesta
que la legislación procesal brinda frente a la regulación que la normativa
sustancial da en relación al valor probatorio del instrumento público, so
pretexto -de la primera- de resolver con pretendida celeridad y agilidad las
situaciones conflictivas que pueden plantearse en los procesos judiciales.

Lejos de ello, sólo demuestra torpeza e ineficacia en la consecución de
su fin primordial: la realización de la Justicia, dando así pleno asidero a lo
que Jorge Theodoro Hemnann ha dado en llamar "elelefantejudicial" (43).

Entendemos que debería optimizarse este instituto jurídico
produciéndose modificaciones e innovaciones en la legislación foral (en
concordancia con lo dispuesto por la normativa de fondo), que logren una
adecuada, apropiada y eficaz utilización del incidente de que se trata,
incorporando por ejemplo - en el texto de la norma la necesidad del cotejo
previo del testimonio con la matriz a los fines de resolver sobre la
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-13- Ver "[1 elefante judicial" de Jorge Theodoro Herrrnan. Procesos deEjecución Aúo 2.001 Editorial Rubinzal
Culzoui - Tomo 11- Pág. 690

adm isibilidad del incidente en cuestión.
12- Así vemos como el instituto procesal del incidente de redargución

de falsedad, dada su deficiente regulación normativo procesal, deviene en
ineficaz y deficiente por estar "descalzado" con el resto del sistema del
ordenamiento jurídico (fundamentalmente con el Código Civil) regulatorio
de la querella de falsedad en cuestión.

13- ¿Qué propuesta superadora podemos proponer para sanear esta
falencia regulatoria a nivel procesal", y -antes que ello- ¿dentro de qué
modelo jurídico debe gestarse y enmarcarse esta propuesta superadora?

Creemos -ciertamente- que debe emplearse y adherirse a un modelo
jurídico multidimensional, y aclaramos que decimos "debe" porque el
método de que se trata se impone como una necesidad imperiosa y no como
una elección de gusto o paladar.

14- En la regulación normativo - procesal vigente del instituto jurídico
de que se trata, el legislador no sólo que ha omitido por completo considerar
las otras dimensiones arriba aludidas (social, antropológica y cultural) sino
que tampoco ha observado el plexo normativo general de nuestro sistema
jurídico a fin de armonizarlo con el mismo.

Todas estas omisiones en que incurre nuestra ley foral demuestran que
verdaderamente no se ha logrado ni tan siquiera desde el punto de vista
puramente normativo que el incidente en cuestión en lo atinente a su
regulación procesal guarde coherencia lógica intestina con el resto de
nuestro ordenamiento jurídico positivo.
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